	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.

 

En el juicio que por cobro de prestaciones sociales, sigue la ciudadana SARA MARGARITA CASTILLO, representada judicialmente por el abogado Marcos Goitia, contra la GOBERNACIÓN DEL ESTADO APURE, representada judicialmente por los abogados Windio Aracas Pulido y Reinaldo Mirabal; el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Apure y Municipio Arismendi del Estado Barinas; dictó sentencia en fecha 11 de febrero de 2004, en la que declaró sin lugar la apelación interpuesta por la parte demandada, declarando parcialmente con lugar la demanda interpuesta por la actora en la presente causa, y en consecuencia, parcialmente con lugar la sentencia proferida por el Tribunal de la causa que declaró con lugar la presente acción, al considerarla no prescrita.

Contra la decisión de Alzada, la representación judicial de la parte demandada, anunció recurso de casación, en fecha 12 de abril de 2004, el cual, una vez admitido fue debidamente formalizado. No hubo impugnación.

 

En fecha 4 de junio de 2004, se dio cuenta en Sala, designándose ponente al Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo, quien pasa a dictar sentencia en los siguientes términos:

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

 


Previamente, señala esta Sala que serán analizadas y decididas las dos denuncias presentadas en el escrito de formalización, de manera conjunta, por cuanto presentan la misma fundamentación.

 


Así pues, de conformidad con el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, denuncia el formalizante, en premier lugar, la violación por parte de la recurrida de los artículos 61 y 64 de la Ley Orgánica del Trabajo, así como también la violación a la Disposición Transitoria Cuarta, Numeral 3 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, todos por falta de aplicación, y en segundo lugar, la falsa aplicación del artículo 20 del Código de Procedimiento Civil.

 


En cuanto a las normas sustantivas denunciadas, señala quien recurre que  el sentenciador de Alzada, desestima el alegato de prescripción opuesto en la contestación de la demanda, de conformidad con el artículo 61 y 64 de la Ley Orgánica del Trabajo, fundamentándose en los artículos 89 y 92 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en virtud de la preeminencia que ostentan debido a su rango, considerando deben ser aplicadas con preferencia a las normas sobre la prescripción contempladas en los artículos denunciados.

 


Así mismo, considera el recurrente, se violó el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil, por falsa aplicación, al considerar que “...de la citada decisión que hoy se recurre, se evidencia claramente que el sentenciador al momento de dictar su fallo, estableció que las normas constitucionales deben aplicarse con preferencia a las demás normas del ordenamiento jurídico, en caso de colisión entre éstas, postulado general dentro de la teoría general del derecho y que se encuentra recogido en el citado artículo 20 del Código de Procedimiento Civil...”.

 


Para decidir, la Sala observa:

 


El Sentenciador de Alzada, fundamenta la declaratoria sin lugar del alegato de prescripción opuesto por la demandada, en los siguientes términos:

 

“Las normas constitucionales antes transcritas, por ser parte integrante de la Carta Magna, deben ser aplicadas preferentemente, cuando exista colisión con normas de carácter legal, y aun más en el presente caso, por tratarse de la protección de derechos que legítimamente corresponden a un trabajador.

 

En relación a lo antes expuesto, transcribo sentencia de fecha 19 de septiembre de 2002, de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, caso R.E. Bello contra Gobernación del Estado Cojedes,

 

(Omissis)

 

Por consiguiente, en atención a las consideraciones antes expuestas quien aquí juzga, acoge plenamente la sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo, antes transcrita, por cuanto la misma interpreta de manera objetiva y cierta la intención del constituyentista en relación a la norma constitucional en comento, por lo que este Tribunal estima que por razones de efectiva tutela judicial y de protección de los derechos legítimamente adquiridos por el trabajador accionante, en el caso que nos ocupa, ha de aplicarse necesariamente el contenido de los artículos 89 y 92 de nuestra Constitución, quedando en consecuencia desestimado el alegato de la parte accionada en relación a la prescripción opuesta en el presente juicio, por prevalecer la norma Constitucional sobre lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo. Así se decide”.

 

 


Visto lo anterior, en esta oportunidad, quiere esta Sala ratificar y reproducir, lo dicho por ella en una caso en idénticas condiciones, tal como lo es, lo expuesto en la sentencia N° 138, de fecha 9 de marzo de 2004, cuando textualmente señala:

 

“...Ahora bien, en diversas decisiones de esta Sala de Casación Social, entre ellas las sentencias R.C. 2001-000001 de fecha 24 de enero de 2001, R.C. 2002-000062 de fecha 14 de febrero de 2002 y R.C. 2003-000566 de fecha 18 de septiembre de 2003, se ha venido manteniendo el criterio de que continúan rigiendo en materia de prescripciones laborales las disposiciones de la Ley Orgánica del Trabajo, doctrina que en esta oportunidad se ratifica en aplicación de las mismas y en concordancia con la Disposición Transitoria Cuarta, Numeral 3, de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, conforme a la cual, se mantiene transitoriamente el régimen previsto en aquella mientras no entre en vigencia su reforma.

 

Con vista de ello y de la señalada fundamentación de la recurrida, determinante en sus dispositivos finales, es concluyente que la recurrida infringe las normas denunciadas en los términos que plantea la formalización, por lo cual resultan las mismas procedentes, como en efecto así se declara...”.

 

 

 


En este sentido, siendo que continúa rigiendo el criterio establecido en la Ley Orgánica del Trabajo en materia de prescripción de las acciones, verificándose en autos que la relación de trabajo en el caso objeto de estudio, finalizó en fecha 30 de enero de 2000 y la demanda fue interpuesta en fecha 26 de marzo de 2002, resulta indiscutible que la presente causa se encuentra prescrita, y en consecuencia,  evidente la violación por parte de la recurrida a las normas aquí denunciadas en los términos planteados por el recurrente, resultando procedente dichas denuncias. Así se decide.

DECISIÓN

 


Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara CON LUGAR el presente recurso de casación interpuesto por la parte demandada en contra de la sentencia de fecha 11 de febrero de 2004; en consecuencia, se anula el fallo recurrido, y se ordena al Superior competente dictar nueva sentencia en la que acoja la doctrina aquí establecida.

 


Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal de origen, es decir, al Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Apure y Municipio Arismendi del Estado Barinas, con sede en San Fernando de Apure, de conformidad con el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.

 

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de  la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia,   a  los siete (07) días  del  mes de octubre de dos mil cuatro. Años: 194° de la Independencia y 145° de la Federación.

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

_________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

El Vicepresidente,

 

______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

Ma-

 

gistrado,

 

____________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

 

El Secretario Temporal,

 

_____________________________
JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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